
T I T I L O II .—Del derecho natural, de gentes y civil. 

P. ¿Qué es derecho natural? 
R. Ei derecho natural [derecho de los seres animados] es el 

que la naturaleza ensoua á todos los animales. Hay, en efecto, 
leyes de la naturaleza para cumpl i r las cuales no es necesaria 
¡a'inteligencia humana, sino tan sólo la existencia animal (i). 
S)e estas leyes son las que se refieren á la u n i ó n de los sexos, 
á que so cric y eduque á los hijos hasta que puedan manejarse 
])or sí mismos. E l hombre y los animales obedecen estas leyes, 
con la diferencia que el hombre obedece sólo por la razón y 
conociendo que es su deber, y los animales obedecen tan sólo 
por instinto. 

P. ¿Qué os dereebo do gentes? 
R. El derecho de gentes [derecho de la especie humana] es 

el que ha establecido la razón natural entre todos los hombres 
[quod naturalis vatio ínter omnes homines constituit, § 1 ) .— 
Su nombre le proviene de que se observa en todas las nacio­
nes civilizadas [quasi quo jure omnes gentes utuntur]. Pero su 
carácter consiste, no precisamente en ser reconocido entre to ­
dos los pueblos, sino en ser aplicable en un Estado, á los ex ­
tranjeros lo mismo que á los nacionales (2). 

P. ¿En c u á n t a s partes han dividido los comentadores el de­
recho de gentes? 

R. En dos partes: en derecho de gentes primario y en de­
recho de gentes secundario.—Entro los principios que ha he ­
cho admitir universalmente la razón humana, hay algunos que, 
der ivándose ú n i c a m e n t e de la cons t i tuc ión del hombre, le han 
sido revelados anterior é independientemente de su estable­
cimiento en sociedad. Así es que, aun antes de la formación 



(1) L» distinción dei derceiio natural, doi derecho de gentes y dei derecho civil, 
es uno de ioí numerosos vestigios que ha dejado en la jurisprudencia romana iafiio-
Süfía estóica [Introducción, pág. 50), ta cuai consideraba ai hombre como animal, 
como hambre y como ciudadano. 

(2) Véase sobre ei origen doi derecho de gentes en Roma, nuestra Introducción, 
pág. 34. (V. ei Apéndice sobre ta Introducción ai fin de esta obra, donde se expiiea 
también ta definición dei derecho natural.)—(If. del T.) 



de las grandes sociedades, cuando los hombres no t en ían m á s 
que algunas relaciones de familia, t en ían en sí mismos el sen­
timiento del derecho de legí t ima defensa, sabían que deb ían 
adorar á Dios y amar á su padre y á su madre. Estos p r i n c i ­
pios primordiales son los quo, según los comentadores, forman 
el dereclio de gentes primario (1), en oposición al derecho de 
gentes secundario, que so compone de principios quo, nacidos 
de las necesidades de la vida social, no han sido admitidos pol­
la razón universal sino posteriormente, á medida que so han 
formado las sociedades y como eonseeuoncia del estado social 
(usu exigente, et humanis necessüatibus, § 2). A esta segunda 
parte del derecho de gentes pertenecen la dis t inción de las 
propiedades, la venta, el arrcndatnicnto y todos los contratos 
ó casi todos [omnes pene), porque iiay algunos, como la estipu­
lación (véase el t i tulo do las Obligaciones verbales], que p ro ­
vienen del derecho c i v i l . 

P. ¿No se lia apartado á veces el derecho de gentes secun­
dario del derecho de gentes primario? 

R. Así es. Las necesidades do la vida social han hecho á 
veces admit i r como principio del derecho de gentes, i n s t i t u ­
ciones que so alejan de los sentimientos, do las reglas del de­
recho pr imar io . Así es que, en tiempo de los jurisconsultos 
romanos, se consideraba la esclavitud, proveniente de las gue­
rras que so hacían los pueblos entre sí, como una ins t i tuc ión 
del derecho de gentes secundario, no obstante confesar estos 
jurisconsultos que la esclavitud es contraria al derecho na tu­
ra l (naturali jiiri contraria'), es decir, al estado p r imi t ivo del 
hombre, á quien creó l ibre la naturaleza. 

P. ¿Qué es derecho civil? 
R. E l derecho c iv i l [derecho de los ciudadanos) es el que un 

pueblo se da por sí mismo [sibi constituit, § 1), y que es ex­
clusivamente aplicable á los miembros de la ciudad.—En to ­
dos los pueblos civilizados, en efecto, hay una parto del dere­
cho privado do que gozan aun los extranjeros; pero hay otro 
derecho que sólo se ha establecido para los nacionales. Esta 
segunda parte es la que forma el derecho c i v i l . Así, hay el de­
recho c iv i l de los atenienses, el de los galos, el de los roma­
nos. Cuando se habla del derecho c iv i l en general, se hace re­
ferencia al derecho c i v i l de los romanos (§ 2). 

P. ¿Cómo se divide el derecho c i v i l romano? 

(1) E?to es lo que en nuestros días se llama derecho nnturol. Los jurisconsultos 
romanos llaman tambión con frecuencia derecho natural el derecho de gentes cuan­
do lo oponen al derecho civil. Entre los modernos se llama derecho de &'.-ntes la par­
te del derecho público que arregla las relaciones de las naciones entre sí [jus in'er 
tientes). 



R. Divídese en derecho escrito y en derecho no escrito. E l 
derecho escrito es el que ha sido promulgado, esto es, que re­
sulta de una declaración espresa do la voluntad legislativa. 
E l derecho no escrito es el que se ha introducido por el uso y 
el consentimiento táci to del legislador (1). 

P. ¿Kl derecho no escrito, cons t i tu ía una parte importante 
del derecho civi l romano? 

R. Sin duda alguna. Por una parte, la ley de las Doce Ta ­
blas no abolió ciertamente todas las costumbres anteriores, 
sino que conservó gran n ú m e r o do ellas, á las cuales se refe­
ría como á un oompleraento necesario. Por otra parte, á me­
dida que so modificó y desa r ro l ló la civil ización romana, la 
ley de las Doce Tablas debió llegar á ser insuficiente y á ve­
ces embarazosa para las nuevas costumbres; in l rodu jé ronse 
desdo luego usos ó costumbres desconocidas; doctrinas y p r á e -
•ticas inventadas por los jurisconsultos ac red i t á ronse y r ec i ­
bieron de la opinión general una autoridad igual, y á veces 
superior, á la do la ley escrita. E l derecho no escrito llegó á 
ser un elemento importante del Derecho romano, y las frases 
jus receptum, nioriíjus introductuin, sententUe recepta', que se 
encuentran frecuentemente en las obras de los jurisconsultos, 
atestiguan la notable influencia que ejercieron las costumbres 
en Roma sobre el desenvolvimiento del derecho. 

P. ¿Cuáles son las fuentes del derecho escrito? 
R. Son seis; las leyes, los plebiscitos, los Senado-consultos, 

las cousliluciones de los p r ínc ipes , ios edictos de los inagis-
trados y las respuestas de los prudentes ó jurisconsultos (2). 

[t) Los autores de las Instituciones cometen dos errores en el § 10 al quererjus-
tiñcar la distinción del dercclio escrito ó no escrito, diciendo que el Dereclio roma­
no parece sacar su origen de líis instituciones de Atenas y de Lacedemonia: de Ate­
nas, donde se obedecía principalmente á leyes escritas; de Lacedemonia, donde se 
acostumbraba & confiar á la memoria la regla que debía servir de ley. Por una par 
te, en efecto, aun cuando el derecho fie las Doce Tablas se hubiera tomado do una 
jurisprudencia no escrita, hubiera necesariamente llegado á ser dercclio escrito en 
Konia, por el solo hecho do haber adquirido fuerza de ley por la promulgación. Por 
otra parte, no es á la circunstancia material del escrito á lo que debe atenderse, 
puesto que las leyes promulgadas por Licurgo formaban en Lacedemonia un dere­
cho escrito, aun cuando sólo se hubieran confiado á la memoria. 

(2) Estas seis fuentes se refieren á modos de legis lación que han estado sucesi­
vamente en uso. Justiniano habla de las leyes, de los plebiscitos, de los edictos de 
los pretore? y de las respuestas de los prudentes en tiempo pasado Ijtopulus eonsíi 
tuebat, plebs cOnstihiebat, § 4; viagistratus dederunt, proponebant, § 8; permissutn eral, 
§ 7); habla en tiempo presente de los Senado-consultos, porque no se habla abolido 
expresamente la autoridad del Senado, y subsistía en teoría, aun cuando no tuvie­
ra en realidad hacía largo tiempo otro poder legislativo que el poder imperial . 
fV . la Introd., pág. ",9, j fueníea del derecho, en el 4." período.) 



P. ¿Qué era una ley? 
R. L'na ley propiamente dicha, era una resolución que todo 

el pueblo romano {populas), esto es, la r e u n i ó n de los patricios 
y de los plebeyos, ha fía adoptado en los comicios, á propuesta 
de un magistrado perteneciente al orden de los senadores, 
como un cónsul , un pretor ó un dictador. (Lex est quod POPÜ-
LDS ROMAM'S ( I ) , Senatorio inagistmtu interrogante, veluti con-
sule, constituehat.) 

P. ¿Qué es u n plebiscito? 
R. Una resolución tomada por los plebeyos solamente (plebs) 

en los comicios por t r ibus, á propuesta de un t r ibuno, esto es, 
de un magistrado plebeyo [plcbeio magistratu interrogante] (2). 

P. ¿Tuvieron siempre fuerza de. ley los ploliiscilos? 
R. Los patricios rehusaron por largo tiempo someterse á las 

deliberaciones de los plebeyos, sosteniendo que no podían ser 
obligatorias sin su aprobac ión (^iti'a sine auctoritate eorum 
facía essent. Gayo, 1, 3]. Su resistencia soifre este part icular 
no fué definitivamente vencida sino por la ley Hortensia 
(R. ü6o), quo dió á los plebiscitos el poder de obligar por sí 
mismos á todos los ciudadanos indistintamente ( M Í plebiscita 
universum populuin tenerent, Gaius, ibid.) (3). 

P. ¿Qué es un Senado-consulto? 
R. Una decisión tomada por el Senado (4). 
P. ¿De dónde so deriva e derecho reconocido á los p r í n c i ­

pes para dar decretos que tengan fuerza de ley? 
R. Derívase de la ley, que, constituyendo ; i cada emperador 

en sus poderos, le delega la potestad p ú b l i c a . — E s t a ley de 
investidura so llama por Justiniano ley regia. (§ G. V . la In­
troducción, p á g . 48.) 

(1) Algunos comentadores, por analogía do la palabra jií'^óíseíto, designan la ley 
con el nombre de populiscitn, nombre que, sin embargo, no .«e h.alla en los textos. 

(2) No se conocen otros magistrados plebeyos que los tribunos que tuviesen de-
lecho de proponer plebiscitos, aun cuando el texto dice veluti trihtino. 

; 3 ) Y a en 305, una ley dada por las centurias á propuesta de los cónsules L . V a ­
lerio y M. Horacio había ordenado ui quod irihutim r r . K B S jussisset P O P C L u n tene-
ret; en 41(1, otra ley presentada por el dictador Publilio había establecido ut plebis­
cita omnct Q U I R I T E S tenerent (Tito Livio, lib. I I I , cap. V; lib. V I I I , cap. X I I ) . Véase 
en la Inlrod., pág. 35, qué resultado da Niebuhr & estas leyes, y por quií progresos 
invadieron los iilebiscitos el dominio legislativo.—La legislación por plebiscitos 
dejó de estar en uso bajo los primeros emperadores. Introd., % 44. 

(4) Habla Senado-consultos bajo la república, pero tenían por objeto más bien 
la administración del Estado que el establecimiento ó la reforma del derecho pri­
vado: eran más bien decisiones para la ejecución do las leyes que leyes propiamen­
te dichas; no es de éstas de las que habla Justiniano, sino de los Senado-consulto? 
que se dieron después quo el Senado recibió el poder de deliberar en lugar del pue­
blo. V . la liiíroci., pág. 42. 



P. ¿Cómo se l laman las resoluciones del p r ínc ipe? 
R. Se llaman constituciones. 
P. ¿Cuántas especies hay de constituciones? 
R. Tres: rescriptos, decretos y edictos. Los rescriptos son 

instrucciones ó respuestas [per epistolam constituit) dadas por 
el emperador á las preguntas ó súpl icas que se le d i r ig ían . Los 
decretos son sentencias que da el p r í nc ipe , como juez superior 
[cocjnoscens decrevit), en procesos que llegan á su consejo, ya 
por evocación ó por apelac ión. Los edictos son disposiciones 
que establece el p r ínc ipe e s p o n t á n e a m e n t e y para lo futuro, á 
diferencia de los rescriptos que resuelven sobre dificulladcs ó 
sobre controversias existentes á la sazón ( I ) . 

P. ¿Son generales todas las constituciones? 
R. No: son, s egún la voluntad del p r ínc ipe , ya generales, 

es decir, obligatorias para todos los ciudadanos, ya personales, 
es decir, aplicables sólo á los casos de las personas para quie­
nes se han dado. Los edictos son siempre leyes generales, pero 
los decretos y los rescriptos son por lo c o m ú n personales; por 
ejemplo, cuando el emperador permito una legi t imación ó una 
adopción, cuando concede un favor ó buce gracia á un conde­
nado.—Las constituciones personales se llaman privilegios 
(privata le.x) (2). 

P. ¿Qué eran los edictos de los magistrados? 
R. Una especie de programa ó de dec la rac ión publicada 

(1) Vcse, pues, que las constituciones imperiales abrazan todos los poderes de la 
soberanía, poder legislativo, interpretativo, judicial y ejecutivo V . lo que deci­
mos sobre las constituciones en la Introd., pág. 47. 

(2) Cuando ol emperador dirigía sus contestaciones por medio de rescriptos á los 
particulares, se llamaban aquellas anotaciones 6 suhnotactones; cuando las dirigía á 
los magistrado.;, se llamaban epístolas; cuando á una provincia ó á corporaciones, 
pragmáticas sanciones. Respecto de las decisiones imperiales, cuando el emperador 
pronunciaba sentencias conociendo de la causa y observando las formalidades del 
juicio, se llamaban decretos ó sentencias definitivas; y cuando no observaba estas 
formalidades y sentenciaba de plano, se llamaban más comunmente interlocuciones 
6 sentencias interlocutorias. Lo.s decretos sólo constituían derecho entre las partes, 
á no que se mandara que lo dispuesto en aquel caso sirviera de regla para en ade­
lante en casos análogos. También expedía el emperador mandatos, mandrtta, y eran 
instrucciones dirigidas á los diversos funcionarios del imperio, en especial á los ma­
gistrados provinciales. IJOS qn-ivilegios, ó como si dijéramos, leyes privadas ó parti-
<;ulares, eran las constituciones por las quo el Soberano imponía un castigo ó con­
cedía un premio extraordinario á favor ó en perjuicio de una ó más personas, sin 
que pudieran servir de regla para otros casos. No deben confundirse los privilegios 
con los beneficios de la ley ó dcrecJios singsdares, que la ley concede á cierta ciase de 
personas, como á los menores, á las mujeres, los cuales se diferencian de los privi­
legios en quo se dan á toda una clase de personas y sin que lo pidan, sino atendien­
do espontáneamente á principios de justicia.—(iV. del T.) 



por los magistrados ú la entrada en sus funciones, y por la que 
enumeraban cuáles se r í an los principios de su a d m i n i s t r a c i ó n 
ó gobierno. 

P. ¿A q u é magistrados per tenec ía el derecho de publicar 
edictos? 

11. Este derecho pe r t enec ía á los magistrados, que se l lama­
ban tnagisirnliis populi romnni, para distinguirlos, ya de los 
magistrados particulares de las ciudades, ya de los magistrados 
plebeyos; pero se ejercía principalmente en Roma por los pre­
tores y los ediles enrules, y cu las provincias por los goloer-
nadores ó presidentes, que huciau en ellas el oficio de preto­
res (1). 

P. ¿Tuvieron gran inüuencia en el Derecho romano los edic­
tos de los magistrados, y particularmente los de los pretores? 

R. Sin (luda {non modicain oblinent juris auctoritatem, § 7). 
En efecto, los pretores encargados do la adminis t rac ión de jus ­
ticia introdujeron, por medio de sus edictos, reglas y fórmulas 
nuevas (2) que, regularizando y confirmando los usos genera­
les, desechando lo (¡ue hahia de riguroso en la ley de las Doce 
Tablas para costumbres que h a b í a n llegado á ser menos duras 
y menos exclusivas (jue las de la antigua sociedad romana, 
modií icaro:! progresivamente ei derecho p r imi t ivo y lo tuvie­
ron constantemente al nivel de la civi l ización, sin que i iubie-
ra necesidad de refundir la legislación de las Doce Tablas, la 
cual, rodeada de un piadoso respeto, pe rmanec ió siendo, has­
ta en el bajo imperio, la baso teórica del Derecho romano.— 
Las innovaciones introducidas sucesivamente por los pretores, 

(1) E l pretor, órgano de la ley, estaba encargado de decir ó declarar el derecho 
{jm dicere, jun-sdicíio); cumplía su misión, ya por medio de declaraciones generales 
contenidas en su edicto (edkere, editíum), ya fijando, en las contestaciones p r i v a ­
da?, la cuestión de que debía depender la sentencia del juez designado especialmen­
te para el asunto.—Véase lo que beinos dicho en la Iníroduceióii, pág. 14, sobre l a 
distinción entre las funciones de ios magistrados y las dei juez qni judicai.—A esta 
expresión,jíís dicere, que caracteriza las funciones del magistrado, es á la que se re­
fiere la palabra at/díccrc, addictio (deact, atributivo, ydGdíccre), que significa atri­
buir la propiedad diciendo ei derecho; mientras que se llama adjudicatio, adjudi­
care, la atribución de propiedad que el juez se halla á veces autorizado ú, hacer, 
dictando su sentencia. Iguales diferencias so observan entre las expresiones estar 
hijure, que significan hallarse ante el magistrado que debe decir ei derecho, y es­
tar injudiüo, hallarse ante el juez encargado de examinar la cuestión sentada por 
ei magistrado, y dictar en su consecuencia la sentencia. 

(2) Los pretores crearon nuevas ctccioiics, modificaron las antiguas por medio de 
excepciones ó de Jlcciones, emitieron interdictos. Con ei auxilio de estos medios de 
forma, que se explicarán en ei lib. I V , tita. V'I, X I I I y X V , introdujeron un dere-
cho nuevo, que se ve elevarse por do quiera ai lado dei derecho civil propiamente 
dicho. V . la Inlrod., pág. 37. 



t ransmit iéndose anualmente do edicto en edicto, cuando eran 
aprobadas por la opimión, concluyeron por Ibrraar, con el 
nombro do derecho pretorio ó derecho honorario, una parte 
muy importante del üe recho romano, que so ve á cada instan­
te opuesto en los textos al derecho de las Doce Tablas, desig­
nado luisla entonces con el nombre dejas civile ó strictnmjus. 

P. ¿üe dónde proviene esta denominac ión de derecho ho­
norario? 

li. De las |)rerrogativas de honores adiieridas á los cargos 
que daban el derecho de publicar edictos, y quo se designa­
ba con el nombre de honores. fV. Introducción, pág . 38.) Así, 
la denominación de derecho honorario se aplica a l derecho re­
sultante, no solamente de los edictos pretorios, sino también 
de los edictos de los ediles cumies; y en general, de los edie-
los de todos los magistrados qui honores (jerunt. 

P. ¿Qué eran las respuestas de los prudentes? 
I I . Las decisiones y los d i c t á m e n e s de los jurisconsultos á 

quienes habia |)ermitido el principe fijar el derecho {jura 
condere, § 8). Bajo la repúi i l ica , no teniendo las opiniones de 
los jurisconsultos {prudentes, jurisprudentes) ca rác te r p ú ­
blico, sólo ]>odiau concurrir á formar el derecho no escrito 
(Pomp., L. I I , § § 4 y 46. D. de orig. jur.) Augusto fué el p r i ­
mero que dió á ciertos jurisconsultos ol privilegio de in ter ­
pretar el derecho por v ía de autoridad. Adriano d e t e r m i n ó el 
grado de su autoridad, estableciendo que si estos ju r i scon­
sultos estaban u n á n i m e s en su parecer, obtuviera fuerza do 
ley lo que decidieran; que si o í an de pareceres diferentes, 
fuera á rb i t ro el juez para elegir (V. la Introducción, pág . 50. 
V. t ambién lo que decimos sobre la Leg de citas, en oí 4.° pe­
ríodo, al tratar de las constituciones sobre la autoridad de los 
jurisconsultos). 

P. ¿Es el derecho c iv i l mudable y variable? 
R. Sin duda; es variable á voluntad do la nación que lo 

formó. En esto se diferencia del dereclio natural (y con esta 
palabra comprendemos t amb ién el derecho de gentes), que 
fundado en la naturaleza del hombre, la cual no camliia, t i e ­
ne carácter do fijeza y de permanencia {naturalia jura fir-
ma atque ininiUabilia pcnnanení, § 11) ( I ) . 

(1) No debe tomar.se esta proposición muy á i.a letra. E l mismo derecho do gen­
tes experimenta variaciones en relación con ei estado general de la civi l ización. 
Así, la esciavitud, que en tiemi>o de ios romanos era una inst itución del derecho 
de gentes, se mira, por ei contrario, en el día, generalmente como excluida del de­
recho de gentes. E i cristianismo, purificando ios sentimientos do equidad natural, 
nos ha hecho mirar como injusto lo que en otro tiempo se consideraba como le­
gítimo. 



P. ¿Cómo puede cambiarse el derecho civil? 
R. Puede cambiarse, segúu ei texto (§ I I ) , ó por utía nue­

va ley [alia postea lege lata)^ ó por el consentimiento táci to 
del pueblo, es decir, por el desuso [tácito conseusa populi) (1). 

P. ¿Cuáles son los objetos del derecho privado? 
R. El dereciio privado tiene por objeto las personas, las co­

sas y las acciones.—Las personas, porque los derechos de ca­
da uno va r í an s egún que pertenece á ta l ó cual clase de i n d i ­
viduos, según (|ue uno es l ibre ó esclavo, ciudadano ó ext ran­
jero, padre ó hijo de familia, etc.—Las co.sas, porque v a r í a n 
t a m b i é n los derechos según la naturaleza de los objetos á que 
se aplican, muebles ó inmuebles, corporales ó incorpora­
les, etc.—Las acciones, que son los medios legales de hacer 
respetar y valer los derechos {2). 

(1) Este texto nos parece referirse á la antigua constitución polít ica de los ro­
manos. J)ebc suponerse que el poder legislativo pertenecía al pueblo, para admitir 
que el uso ó la costumbre tiene fuerza para abolir la ley. Cuando, pues, el pueblo 
romano iterdió este poder, que pasó entero á los emperadores, Constantino tuvo 
fundamento para decir que las costumbres no pueden prevalecer nunca contra la 
ley ( L . I . C. r/ucs 8it long. cons. Y. Ducaurroy, núm. 47). 

(2) <Scgún el derecho español, se entiende por derecho natural el derecho común 
>i todos los hombres revelado por la recta razón; x>or derecho de acates el derecho 
•que arregla las relaciones de las naciones entre sí, y se llama también derecho in-
"teriiacional; por derecho civil, en su acepción más lata, ol que establece cada pue-
'blo para su gobierno; y bajo esta acepción se confunde ó se refiere más cspecial-
•mente entre no.=:oíros al derecho jiositivo, puesto que abraza las ramas del derecho 
qienal, público interior y del derecho que arregla las distintas relaciones de los 
^ciudadano? entre sí, que os el que en sentido propio y estricto so llama derecho 
'•civil entre nosotros. 

•También se conoce en nuestras leyes la división del derecho en escrito ópromul-
»gadoyen no escrito 6 no pronmlgado. Respecto del primero, no conocemos m á s 
•que una clase, que es la ley: por ésta so entiende, en general, un precepto impues-
»to por la autoridad suprema á sus súbditos para quo arreglen á él sus acciones. 
• L a facultad de hacer las leyes ha residido en el rey, basta que establecido el go-
•bierno representativo y publicada la Constitución de la Monarquía, reside en las 
•Cortes con el rey, que aprueba coa su sanción, si lo cree conveniente, lo que las 
•Cortes discuten y establecen. L a autoridad real, sin embargo, puede expedir de-
•cretos y reales órdenes en casos urgentes ó para asuntos de particulares, quedan-
»do siempre á salvo á la Representación nacional el derecho do reclamarlos si lo 
•juzga conveniente. También puede el soberano expedir órdenes y reglamentos pa-
>^Ta, la ejecución de las leyes: artículos 12, 43, 44 y 45 de la Con.stitución. 

•Nuestras antiguas leyes conferían al rey la facultad de conceder privilegios; pe-
•ro en el día reside en las Cortes con el rey la facultad do corregir las leyes, dero-
•garlas y dispensar de su observancia, si bien al soberano incumbe la prerrogativa 
•de indultar á los delincuentes según el art. 47 de la Constitución. 

•Respecto del derecho no escrito ó no promulgado, conócese en nuestras leyes la 
•costumbre, la cual para establecer derecho, interpretar ó derogar la ley, debe ser 
•conformo á la religión y al bien del país é introducida por el uso no interrumpido 



»de diez años y ratificada por juicios ó actos uniformes sin contradicción: ley V , 
•tít. I I , Part. 1.' 

•Acerca de la doctrina ú opiniones do los jurisconsultos sohro la inteligencia é 
•interpretación de las leyes, aunque son de suma ilustración para las decisiones de 
•los litigios, no tienen autoridad legal, según lia declarado el Tribunal Supremo 
•de Justicia en varias decisiones. •—(!¥". del T.) 


